ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 660013104003-2005-00076-01

ACCIONANTE:      JAIRO CUARTAS GIRALDO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, diciembre doce de dos mil cinco

                                                               Aprobado por Acta No. 660

                                                               Hora: 03:00 pm

1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación incoada por el accionante JAIRO CUARTAS GIRALDO, contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira el día siete (07) de octubre de dos mil cinco (2005) con ocasión de la acción constitucional instaurada, donde aparecen como accionados la Directora del Centro de Reclusión de Mujeres La Badea y el Director Regional del Instituto Penitenciario y Carcelario.

2.- DEMANDA 

Refiere el señor CUARTAS GIRALDO laborar como Odontólogo al servicio del INPEC desde hace más de treinta y un (31) años, período cuya mayor parte la desarrolló dentro de un ambiente tranquilo y en condiciones dignas y justas. Con la llegada de la Doctora LUZ MARINA DUQUE MIRANDA a desempeñar el cargo de Directora del Centro de Reclusión de Mujeres y del Coronel FEDERICO LAVERDE RODRÍGUEZ a la Dirección Regional Viejo Caldas del Inpec, considera que se inició una persecución laboral en contra suya, por lo siguiente:

La Directora lo señaló como incompetente profesional e incluso, se dirigió al Tribunal de Ética Odontológica de Caldas para que lo investigara, instancia que lo absolvió de los cargos que se le hicieron.

La misma funcionaria hacía aproximadamente ocho (8) meses, sin consultarle a él, decidió cerrar el Consultorio Odontológico, con el pretexto de no encontrarse en condiciones adecuadas para trabajar, lo cual tacha de falso y de abuso de autoridad, dado que la única entidad que puede tomar tal determinación es la Secretaría de Salud Departamental, que además, en las visitas que por parte de tal secretaría se efectuaran, hace tres (3) años se dejaron recomendaciones que hicieron que fuera remodelado y adecuado para su funcionamiento. Como consecuencia del cierre, no pudo laborar durante tres (3) meses, sólo realizó historias dentales, para lo cual contaba únicamente con la luz natural que ingresaba por una ventana. Dice que se le impedía el encendido de la lámpara y que el cierre del consultorio pretendía obligarlo al retiro del servicio.

Relata también que hace cuatro (4) meses los aludidos funcionarios le comunicaron que debía renunciar porque tenía el tiempo y la edad para jubilarse, además de mostrar que era incompetente y que las internas presentaban constantes quejas por la atención deficiente.

El día veintiuno (21) de septiembre del presente año, al llegar al consultorio encontró que se había retirado el instrumental y los materiales con los que trabaja sin enterarlo de ello, impidiéndole realizar su labor.

Manifiesta asimismo que el Director del Inpec le ha abierto investigaciones disciplinarias, a cuyo término no ha podido sancionarlo ni demostrar su incompetencia profesional. De igual manera,  hace referencia al caso de otro profesional (médico) cuyo traslado hacia el municipio de Sabanalarga en el Departamento de Atlántico se cayó por medio de acción de tutela.

Solicita del Juez Constitucional la protección del derecho al trabajo, el cual debe realizarse en condiciones dignas y justas. 

3.- FALLO

La señora Juez de primera instancia, aparte de obtener las respectivas respuestas de los organismos demandados con las cuales se suministró abundante material relacionado con las diferentes actuaciones surtidas con motivo de la gestión como odontólogo al servicio del Inpec del accionante; accedió a la solicitud del actor y en consecuencia, recibió pruebas de índole testimonial a los señores: MARCO TULIO PERILLA SÁNCHEZ
, CARLOS ALBERTO ORTIZ GRAJALES y MARÍA LIGIA MARÍN VILLADA.

En su fallo, previo análisis del derecho al trabajo en un Estado Social de Derecho como el nuestro y el poder de que dispone el patrono para alterar las condiciones de trabajo en cuanto al modo, lugar, cantidad o tiempo del mismo, lo que es conocido como jus variandi, desechó la efectiva vulneración de derecho fundamental alguno.

Estimó que las decisiones tomadas por la Dirección del establecimiento carcelario, estaban dentro de las  facultades legales que se le habían concedido, relacionadas entre otras, con velar por las condiciones en que laboraba todo el personal a su cargo y el desarrollo del Centro Penitenciario. Precisamente en ejercicio de tal mandato, se dispusieron las reformas de tipo instrumental y locativo del consultorio odontológico que pretendían no sólo mejorar las condiciones de trabajo del actor, sino la manera en que se atendía a todo el personal de internas, quienes también tenían derechos que debían ser respetados a pesar de la privación de su libertad. Tales acciones correctivas habían surgido por las recomendaciones de los entes encargados del control y vigilancia, a raíz de las visitas que desde tiempo atrás habían efectuado a tal consultorio.  

Consideró que el arreglo del consultorio y la implementación del manejo adecuado del instrumental odontológico, no podían catalogarse como desmejora o desconocimiento de las dignas y justas condiciones de trabajo, pues sobre los intereses del accionante estaban los de las reclusas en un tema tan importante como la salud.

Con el material probatorio aducido, infirió que se estaba en medio de un conflicto de intereses entre la Directora de la Reclusión de Mujeres La Badea y el peticionario, con divergencias de tipo personal y laboral que habían hecho tensas las relaciones laborales, lo cual no podía disiparse por vía de tutela.

Concluyó diciendo que a pesar de ser el derecho al trabajo uno de aquellos de rango fundamental, no se requería su protección en vista de que el consultorio odontológico estaba funcionando, el accionante gozaba de un empleo honorable, tenía los elementos o instrumentos aptos para el desempeño de su actividad profesional e, incluso, se le habían mejorado las condiciones locativas e instrumentales.

En cuanto a las diferencias con la Dirección del Centro de Reclusión donde laboraba el actor, se debía acudir a las instancias superiores para poner en conocimiento lo que él consideraba anomalías, sin dejar de mencionar que no existía una relación directa con la Dirección Regional del Inpec en el Viejo Caldas, dado que este funcionario no era su jefe inmediato y las decisiones que lo afectaban eran tomadas directamente por la Directora del Centro de Reclusión.

Con tales planteamientos, negó por improcedente el amparo pedido.

4.- IMPUGNACIÓN

Durante el traslado normal surtido en el Juzgado de primer orden, no se presentó escrito de sustentación, sin que ello sea obstáculo para que la Sala aborde el estudio del presente caso.

Una vez arribaron las diligencias a esta sede, el actor presentó memorial mediante el cual entrega copia de la Resolución No. 6444 del veinticuatro (24) de octubre de dos mil cinco (2005) proferida por el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, por medio de la cual se declaraba insubsistente el nombramiento hecho al señor JAIRO CUARTAS GIRALDO como Médico Odontólogo Medio Tiempo, por calificación anual de servicios no satisfactoria.

Alude el actor, que tal acto administrativo no es más que el resultado final de la persecución laboral de que fue objeto desde que empezó la gestión de la Directora del Centro de Reclusión y del Director de la Regional Viejo Caldas del Inpec. Afirma no ser conocedor de trámites legales y por ello no interpuso los recursos contra las evaluaciones de desempeño, las cuales se le presentaron en formatos para que firmara, lo cual hizo aún sin llenarse en su totalidad, pues consideró que eran documentos de rutina.

Sostiene que se le violaron los derechos de defensa y al debido proceso, dado que al notificársele no se dejó constancia escrita de los recursos que procedían, ni de los términos para ello.

Censura la actitud de sus superiores que acuden a maniobras tan dilatorias de la Ley cuando quieren desvincular a un funcionario de carrera, sin tener en cuenta que desde hacía tres (3) años había solicitado su pensión y aún no había sido incluido en nómina pensional y esa es la razón para que se le saque del Inpec, aún desconociéndose los últimos planteamientos de la Corte Constitucional que prohíben la desvinculación hasta tanto se notifique al funcionario o trabajador la inclusión en la nómina de pensionados.

Concluye señalando que su desvinculación fue el resultado de un claro abuso y desviación de poder por parte del nominador, dentro de la persecución laboral que ha denunciado y solicita se evite la violación de sus derechos fundamentales. 

5.- SE CONSIDERA

5.1.- Problema Jurídico

Estudiado con detenimiento el trámite, entiende la Sala que le corresponde analizar bajo el prisma constitucional, si las actuaciones surtidas por la Dirección del Centro de Reclusión de Mujeres, que han sido denunciadas por el accionante, constituyen violación alguna de derechos fundamentales, en especial del trabajo en condiciones dignas.

5.2.- Solución al debate planteado

No puede desconocer la Sala de conformidad con la copiosa información suministrada con la presente acción, que la relación laboral existente entre la Dirección del Centro de Reclusión de Mujeres La Badea del vecino Municipio de Dosquebradas (Rda.) y el accionante, no es la más ortodoxa y que está caracterizada por desavenencias de tipo personal que finalmente afectan el servicio odontológico que se debe prestar a las internas de ese centro de detención.

Infortunadamente, la relación que sostienen los protagonistas de este conflicto que se ha planteado al Juez Constitucional, ha impedido una solución pacífica, coordinada y planificada de los problemas que presentaba el consultorio odontológico donde presta sus servicios el profesional CUARTAS GIRALDO. De todas maneras, es innegable que las decisiones tomadas por parte de la Dirección, en cuanto a la remodelación locativa y adecuación instrumental no fueron el producto del capricho de la funcionaria, sino por el contrario, una respuesta -quizás tardía- a las falencias detectadas por los organismos encargados de la vigilancia del consultorio donde ejerce su actividad profesional el accionante, tal como se demostró en el transcurso de este trámite.

Es evidente además, que el quehacer profesional del señor CUARTAS GIRALDO no ha estado ausente de cuestionamientos, tanto de los entes de control -Secretaría de Salud Departamental- como de quienes han acudido a su consultorio en procura de la atención odontológica que requieren, tal como lo reflejan los documentos que obran en el expediente, lo relata el mismo accionante y lo confirman quienes aparecen como accionados en esta ocasión. Desde luego, la Sala no hará pronunciamiento alguno al respecto, porque consta que se están adelantando las correspondientes investigaciones administrativas en este momento -otra, en el pasado ya fue objeto de decisión favorable a los intereses del profesional-, y en cuanto a las observaciones dejadas luego de las visitas de inspección, se han tomado las medidas pertinentes.

Lo anterior, se trae a colación, para apuntalar el criterio al que se llegó en la primera instancia y que ahora esta Sala comparte, según el cual, no puede ser el Juez de Tutela quien solucione las diferencias surgidas entre la Dirección del establecimiento carcelario y el funcionario que presta allí el servicio de odontología, por cuanto como se ha dicho, no se desprende de lo actuado la supuesta persecución laboral a que alude el accionante, cuando de los actos por él denunciados se advierte una mejora en las condiciones en que funciona el consultorio por él atendido. Pero además, a la hora de ahora, no existe restricción alguna que impida que allí se preste el servicio de salud para el cual fue creado.

En el aspecto central de la impugnación que de manera extemporánea presentó el actor, observa la Sala, que la situación producida con motivo de la expedición de la resolución por medio de la cual se declaró insubsistente por calificación insatisfactoria, es asunto que no fue debatido en la instancia y es por consiguiente un suceso nuevo, originado en un acto administrativo proferido por la Dirección General del Inpec en la ciudad de Bogotá, no atribuible de manera directa a quienes aparecen como accionados en este trámite. En consecuencia, escapa a la esfera de competencia de la Sala como Juez Constitucional de segundo grado, pronunciarse sobre tal aspecto, en particular, porque de proceder así, se vulneraría el principio de defensa y contradicción de la autoridad que lo profiriera, que como ya se mencionó permanece ajena al presente trámite.

De todas maneras, tal como lo acotó en su momento la señora Juez conociente, el accionante puede acudir ante las autoridades pertinentes para denunciar los hechos que en su concepto constituyen la persecución laboral de que habla, así como las otras irregularidades en que de conformidad con su dicho, incurrieron quienes rigen los destinos de la autoridad carcelaria en la Regional Viejo Caldas y en el Centro de Reclusión de Mujeres. Asimismo, es de anotar que contra la resolución a que hace referencia el accionante y que lo declara insubsistente, se pueden interponer los recursos propios de la vía gubernativa, e incluso, acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa en procura de la declaratoria de nulidad de tal acto y la restitución del derecho, dado que como se plasmó anteriormente, el conflicto así planteado, escapa al conocimiento del Juez Constitucional.

Por los anteriores planteamientos, se impone  la confirmación del fallo de tutela impugnado.        

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia, se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE    

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LOPEZ

Secretario de la Sala
� Folio 21 y ss.
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